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PROCEDIMIENTO ORDINARIO 
Recurso no 15/2019.-A 

Recurrente: UNIVERSIDAD REY IDAN CARLOS I 
Procurador: 
Demandado: CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN 
GOBIERNO 
Letrado: ABOGADO DEL ESTADO 

SENTENCIA N°: 42/2020. 

En Madrid, a quince de junio 2020. 

Ante el Ilmo. Sr. D. Luis Manuel Ugarte Oterino, Magistrado­
Juez, titular del Juzgado Central de lo Contencioso-administrativo n° 
2, con sede en Madrid, se siguen los Autos de Recurso Contencioso­
administrativo n° 15/2019, según el Procedimiento Ordinario, entre 
partes, como demandante, UNIVERSIDAD REY IDAN CARLOS I, 
representado y defendido por el Letrado 
y, como demandado, el Sr. Abogado de , en representación y 
defensa del Estado, frente a Resolución del CONSEJO DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO de fecha 4 de febrero de 
2019, en que, en nombre de S.M. el Rey, ha dictado sentencia de 
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acuerdo con los siguientes antecedentes de hecho y fundamentos 
jurídicos, 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Que por el demandante se interpuso recurso 
contencioso-administrativo frente a la resolución indicada en el 
encabezamiento, que, dio lugar a decreto teniéndolo por interpuesto 
acordando requerir a la Administración la remisión del expediente 
administrativo así como el emplazamiento de los posibles interesados. 

SEGUNDO. - Que recibido el expediente administrativo se 
entregó al demandante para que formalizare la demanda, lo que 
verificó en debida forma, y en la que, con expresión de hechos y 
fundamentos jurídicos, solicitó que, tras los trámites legales 
oportunos, se anulara la resolución impugnada en los presentes autos. 
Que dado traslado de la misma al Sr. Abogado del Estado formuló a la 
vista del expediente administrativo escrito de contestación, en que se 
opuso a las pretensiones deducidas en la demanda, con lo demás que 
consta en el mismo. 

TERCERO. Formulados los escritos de demanda y 
contestación, en los que las partes expusieron su parecer sobre la 
cuantía del recurso, quedó fijada la misma en indeterminada. 

CUARTO. - Que, solicitado el recibimiento del proceso a 
prueba, se acordó mediante auto, admitiéndose los medios propuestos 
sin precisarse la apertura del periodo de práctica de prueba al haber 
quedado practicada toda la prueba declarada pertinente. 

QUINTO. - Que declarado concluso el periodo de prueba y a 
solicitud de la parte demandante, se acordó la formulación de 
conclusiones escritas, con el resultado que consta, tras lo que, se 
acordó oir a las partes por cinco días sobre la suspensión del 
procedimiento, hasta tanto se dictara Sentencia por la Sala de lo 
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Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, en el Recurso de 
Casación, Rec. 600/2018, interpuesto frente a la Sentencia de la Sala 
de la Audiencia Nacional, de fecha 23 de octubre del año 2017, 
dictada en el Recurso 54/2017, al estar la cuestión debatida 
relacionada con el objeto del presente proceso. 

Acordada la suspensión mediante Auto de fecha 6111119, y 
recibida la Sentencia mencionada, se alzó la suspensión acordada, 
dándose traslado a las partes a fin de que, a la vista de la misma 
pudieran efectuar alegaciones, lo que verificaron en tiempo y forma 
legal, tras lo cual se dictó providencia declarando los autos conclusos 
para dictar sentencia. 

SEXTO. - Que en la tramitación de este procedimiento se han 
observado todas las prescripciones legales. 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

PRIMERO. -Pretensión ejercitada. 

La UNIVERSIDAD REY JUAN CARLOS I ejercita pretensión 
declarativa de nulidad de la Resolución del Presidente del CONSEJO 
DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO, de 4 de febrero de 
2019, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor: 

PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada por 
por entender que su objeto se trata de · czon 

pública a los efectos de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

SEGUNDO: INSTAR a la Universidad Rey Juan Carlos a que, en el 
plazo de dos meses, traslade la información solicitada al interesado. 

SEGUNDO. - Actividad impugnada. 
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La Resolución del Presidente del CONSEJO DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO de 4 de febrero de 2019, 
estimó la reclamación presentada por y, en 
su virtud, acordó la remisión al mismo solicitada -
Todas y cada una de las solicitudes de alumnos para la convalidación 
de créditos y las resoluciones a estas en todos los estudios vinculados 
al Instituto de Derecho Público (IDP), dependiente de la Universidad 
Rey Juan Carlos entre los cursos 2005-06 y 2017-18, ambos inclusive. 
Solicito que en la información se incluya: curso o máster sobre el que 
iba la solicitud, fecha de la solicitud, fecha de la resolución, créditos 
y asignaturas que se le convalidan, Titulo de origen por el que se 
piden las convalidaciones, universidad del Título de origen por el que 
se piden las convalidaciones, créditos y asignaturas que se solicitaban 
convalidación en la solicitud del alumno en cuestión, quien firmaba la 
resolución de las convalidaciones, etcétera -, de la que se extraen los 
siguientes particulares: 

• Sobre la información que sea objeto de consideración en un 
procedimiento judicial 

... información que pueda perjudicar de forma constatable la 
igualdad de las partes en un procedimiento judicial e incluso llegando 
a considerarlo de aplicación sólo a documentos elaborados 
expresamente con ocasión de un procedimiento . 

. . . la información solicitada no ha sido elaborada expresamente 
con ocasión del procedimiento judicial pendiente, asimismo tampoco 
se ha acreditado que la estrategia procesal de una de las partes 
procesales se viera efectivamente perjudicada por dicho acceso. 

• Sobre el carácter abusivo de la reclamación 

... Sin lugar a dudas puede tratarse de información voluminosa 
pero ello no implica que sea precisa una tarea de reelaboración. 1 ... 
la información no debe elaborarse expresamente para dar una 
respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información o, en los 
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términos empleados por la jurisdicción contencioso-administrativa, 
concurre el presupuesto de que ((la información requerida precisaría 
realizar nuevas operaciones de análisis, agregación e interpretación " 

TERCERO. - Motivos de impugnación. 

Se alza la UNIVERSIDAD REY WAN CARLOS I frente a la 
resolución indicada, a cuyo efecto articula una serie de motivos de 
cuyas consideraciones se extraen los siguientes particulares: 

- Sobre la información previa a la entrada en vigor de la Ley 

. . . la información que debe suministrarse al amparo de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno, es la producida después del 1 O 
de diciembre de 2014, fecha en que entró en vigor dicha Ley. 

- Sobre la reiteración de la solicitud de información . 

. .. la segunda solicitud, (la que es objeto de los presentes autos), 
CONSTITUYE UNA REITERACIÓN DE LA PRIMERA, en la medida 
en que la petición de información de la segunda solicitud se 
encontraba ya en la primera. 

- Sobre el carácter abusivo de la solicitud de información. 
Reelaboración 

Cuando, de ser atendida, requiriera un tratamiento que obligara a 
paralizar el resto de la gestión de los sujetos obligados a suministrar 
la información, impidiendo la atención justa y equitativa de su trabajo 
y el servicio público que tienen encomendado. 

... la solicitud formulada por 
cual pretende realizar meros 

mediante la 
a información 
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pretendida, lo que a nuestro juicio dista muchísimo de los fines 
expresados por la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno en su preámbulo, 
apartado 1, ... 

. . . el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su resolución 
ahora impugnada debió de aceptar la alegación efectuada por la 
Universidad Rey Juan Carlos consistente en se tenía limitar 
la solicitud de información formulada por 
por estar sometida la cuestión a estudio y raczon 
por el Juzgado de Instrucción número 51 de Madrid en las diligencias 
previas 886/2018. 

. . . el señor tiene presentadas HASTA 1 O 
SOLICITUDES Universidad Rey Juan Carlos, al 
amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. 

CUARTO. -Oposición a la pretensión. 

La ABOGACIA DEL ESTADO en la representación acreditada 
del CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO se ha 
opuesto a la pretensión con base en razonamientos de la resolución 
impugnada y los expuestos en la contestación, de la que se extraen los 
siguientes particulares: 

- Sobre la información previa a la entrada en vigor de la Ley de 
Transparencia 

... la información susceptible de solicitud de acceso es aquélla que 
el órgano administrativo tenga en su poder al tiempo de formularse la 
solicitud, y ello con independencia del momento en que haya sido 
elaborada o adquirida. 

. . . no deben confundirse el derecho de acceso a la información 
pública -que nace con la entrada en vigor de la Ley - con el objeto de 
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esa obligación - que abarca todos los documentos que se hallen en 
poder de la Administración al tiempo de la solicitud, con 
independencia de que sean de fecha anterior o posterior a la entrada 
en vigor de la Ley -.... 

- Sobre el carácter repetitivo y abusivo de la reclamación 

La solicitud de acceso a información que ha dado lugar al presente 
procedimiento se corresponde con la reclamación n° RT0371/2018, y 
alude a las solicitudes de convalidación presentadas ante el Instituto 
de Derecho Público, de la Universidad Rey Juan Carlos, corresponde 
a los periodos 2 00 512 006 a 2 O 1712 O 18. 1 . . . la so licitud de acceso a 
información que aquí nos ocupa alude además a un marco temporal 
distinto, por ser más amplio ya que también abarcaría los años 2005-
2006. 

. . . la solicitud de acceso a información que dio lugar a la 
reclamación n° RT0371/2018, que aquí nos ocupa, es mucho más 
acotada y restringida que la anterior, lo que exige un estudio 
individualizado y diferente. 

. . . el hecho de que una misma persona presente un número 
determinado de solicitudes no determina necesariamente un ejercicio 
abusivo del derecho, ... 

. . . el solicitante de información pública no está obligado a 
motivar su solicitud. ... 1 . . . Un acceso a información dirigido a que 
un ciudadano pueda conocer y examinar la gestión de una entidad 
pública como es la Universidad recurrente, dado su carácter de 
institución de derecho público, resulta absolutamente legítima en la 
medida en que la finalidad de la Ley es, precisamente, permitir que la 
actividad pública pueda ser objeto de escrutinio . ... 

. . . el hecho de que la información cuyo acceso se solicita sea 
más o menos voluminosa no determina, necesariamente, el carácter 
abusivo de ésta, debiendo atenderse a su contenido y naturaleza. 1 .. .. 
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tampoco la actora acredita o justifica de modo alguno, si quiera sea 
con carácter indicativo o preliminar, cuál es el número de solicitudes 
de convalidación que recibe año académico tras año académico el 
Instituto de Derecho Público de la Universidad Rey Juan Carlos .. . 

- Sobre la relación de la información con determinadas 
actuaciones penales 

... no se alega - ni se acredita- de contrario de qué manera puede 
perjudicar el acceso solicitado al procedimiento judicial penal en 
curso, pero es que, además, no existe relación entre una y otra 
realidad. 

QUINTO.- Sobre el acceso a la información pública. 

A este respecto, la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 
Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6a, de 14 de 
noviembre de 2000, Rec. 4618/1996, reconocía: 

. . . Quinto: El derecho de acceso a los registros y documentos 
administrativos constituye un derecho de los ciudadanos de los 
llamados de la tercera generación. Está enraizado en el princip io de 
transparencia administrativa, el cual responde a una nueva 
estructuración de las relaciones entre la Administración y los 
ciudadanos. Este derecho está reconocido por la Constitución en el 
artículo 105 b), con arreglo al cual: «La ley regulará: a) La 
audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las 
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas 
que les afecten [. . .] ». 

Aun cuando este precepto pudiera pensarse que condiciona la 
aplicación de este derecho a su desarrollo legislativo, el Tribunal 
Constitucional, considerando su valor sustantivo, ha estimado, en 
aplicación del principio de la fuerza normativa directa de la 
Constitución, que dicho precepto es ap licable directamente sin 
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necesidad de esperar a su desarrollo legislativo, que se ha llevado a 
cabo, básicamente en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 Nov., de 
Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento administrativo común. En efecto, la sentencia del 
Tribunal Constituciona/18/1981 de 8 Jun, declara que «la reserva de 
Ley que efectúa en este punto [el caso contemplado se refiere al 
apartado e) del artículo j el artículo 105 de la Norma Fundamental no 
tiene el significado de diferir la aplicación de los derechos 
fundamentales y libertades públicas hasta el momento en que se dicte 
una Ley posterior a la Constitución, ya que en todo caso sus 
principios son de aplicación inmediata». 

Resulta, pues, evidente, que, en aplicación directa de la norma 
constitucional, este derecho exige, con el fin de respetar su núcleo 
esencial integrado por el haz de facultades que lo hacen reconocible y 
la efectividad de los intereses del administrado a que responde, que se 
haga en un grado razonable asequible a los particulares, superando 
las limitaciones derivadas de su posición de inferioridad material 
frente a los poderes públicos, el adquirir conocimiento de los datos y 
documentos que puedan legítimamente interesar/es, sin otras 
limitaciones que las que el propio precepto constitucional contempla 
(«en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la 
averiguación de los delitos y la intimidad de las personas») y las 
derivadas de las normas generales de procedimiento y de los 
principios de proporcionalidad, racionalidad y buena fe a que debe 
sujetarse el ejercicio de todo derecho. 

Es la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso 
a la información pública y Buen gobierno (LTAIPBG), la que 
reconoce a nivel legislativo en su artículo 12) que todas las personas 
tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 1 05.b) de la Constitución Española, 
desarrollados por esta Ley. 

La citada Ley tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia 
de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la 
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información relativa a la misma y establecer las obligaciones de buen 
gobierno que deben cumplir los responsables públicos, así como las 
consecuencias derivadas de su incumplimiento- Art. 1 LTAIPBG -. 

Se entiende por información pública los contenidos. o 
documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación la 
Ley y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones - Art 13 L T AIPBG -. 

Deben considerarse los siguientes apartados de la Ley que 
guardan relación con el objeto del recurso. 

Sobre el ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, el artículo 17 consagra el derecho a no motivar la solicitud, 
al decir: 

Art.l 7.3 . ... El solicitante no está obligado a motivar su solicitud 
de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer los motivos 
por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta 
cuando se dicte la resolución. No obstante, la ausencia de motivación 
no será por si sola causa de rechazo de la solicitud. 

Se consagra la participación en el expediente de terceros 
debidamente identificados, si la información solicitada pudiera 
afectar a sus derechos o intereses - Art. 19.3 - y cuando la información 
objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, 
haya sido elaborada o generada en su integridad o parte principal 
por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que decida sobre el 
acceso. Art.19. 4 

La Ley regula en su artículo 14 los límites al derecho de acceso 
y la aplicación ponderada de los mismos, al decir que: 

... l. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a 
la información suponga un perjuicio para: 
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e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, 
administrativos o disciplinarios. 

j) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela 
judicial efectiva. 

La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a 
su objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias 
del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés 
público o privado superior que justifique el acceso - art. 17.2 -, lo da 
lugar al llamado test del daño. 

Se regulan asimismo las causas de inadmisión de las 
solicitudes de información, en una lista que recoge el artículo 18, en 
los siguientes términos: 

a) Que se refieran a información que esté en curso de 
elaboración o de publicación general. 

b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de 
apoyo como la contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, 
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades 
administrativas. 

e) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria 
una acción previa de reelaboración. 

d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información 
cuando se desconozca el competente. 

e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter 
abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley. 

La resolución de la solicitud de información deberá ser 
motivada cuando deniegue el acceso, conceda el acceso parcial o a 
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través de una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el 
acceso cuando haya habido oposición de un tercero- art. 20.2 -. 

Al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno corresponde 
resolver las reclamaciones interpuestas, con carácter potestativo y 
previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa, con 
audiencia de las personas afectadas cuando la denegación del acceso a 
la información se fundamente en la protección de derechos o intereses 
de estas. 

SEXTO. - Sobre la entrega de información previa a la 
entrada en vigor de la Ley de Transparencia. 

Da respuesta a esta cuestión la Sentencia del Tribunal Supremo y 
su Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 43

, núm. 
306/2020, de 3 de marzo de 2020, Rec. 600/2018, que afirma que la 
Ley 19/2013 no contiene ninguna limitación del derecho de acceso a 
la información por razón de la antigüedad o actualidad de la 
información pública respecto a la que se solicita el acceso, sentencia 
interpretativa aplicable a todos las peticiones de información, por lo 
que debe rechazarse el motivo esgrimido por la actora. 

Se trascriben los siguientes fundamentos de la misma: 

TERCERO. - La información pública y la entrada en vigor de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de trasparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno 

Conviene tener en cuenta, como consideración preliminar, que la 
entrada en vigor de la Ley 19/2013, tuvo lugar, en lo que ahora 
interesa, al año de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, de 
1 O de diciembre de 2013, según establece la disposición final novena. 
Repárese que el derecho de acceso a la información pública se regula 
en uno de los capítulos (Capítulo 111) del Título L y tanto el Título 
preliminar, como los Títulos 1 y 111 entraron en vigor al año de su 
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publicación (día 1 O de diciembre de 2014), como establece la citada 
disposición final. 

De modo que hasta la entrada en vigor de la Ley, respecto de ese 
Título L no se podía ejercer el derecho de acceso a la información 
pública en los términos que se establece en la citada Ley, lo que no 
significa, necesariamente. que el derecho de acceso solo pudiera 
ejercitarse. o referirse. respecto de la información pública elaborada 
a partir de esa (echa. Por ello, la primera cuestión de interés 
casacional que se plantea en el auto de admisión es si el derecho de 
acceso puede ejercerse únicamente respecto de la información 
pública elaborada o adquirida a partir de dicha entrada en vigor de 
la Ley, o si resulta de aplicación también a la información pública 
anterior a esa fecha. 

Ciertamente, la Ley 19/2013 establece, de conformidad con el artículo 
1 05.b) de la CE, el régimen jurídico general para el ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública del que " son titulares 
todas las personas" ( apartado 3 del preámbulo), con los límites que 
establece el artículo 14 de la citada Ley (seguridad nacional; defensa; 
relaciones exteriores; seguridad pública; prevención, investigación y 
sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios; la 
igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial 
efectiva; la funciones de vigilancia, inspección y control; los intereses 
económicos y comerciales; la política económica y monetaria; el 
secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial; la garantía 
de confidencialidad; y la protección del medio ambiente) . El 
reconocimiento del derecho de acceso es, por tanto, general, y los 
límites expresos y específicos. 

Téngase en cuenta que esta Ley " no parte de la nada ni colma un 
vacío absoluto, sino que ahonda en lo ya conseguido" ( apartado JI 
del preámbulo), citando al efecto el artículo 105.b) de la CE y el 
artículo 37 de la Ley 30/19992 (ahora el artículo 13 de la Ley 
40/2015), y aquellas materias sectoriales, reguladas por nuestro 
derecho interno y por normas de la Unión Europea, que permitían el 
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acceso a información pública en algunas materias concretas. De 
manera que se pretende hacer una regulación general, completa y 
acabada del derecho de acceso a la información pública. 

Viene al caso reparar que por información pública debemos entender 
aquellos contenidos o documentos, según dispone el artículo 13 de la 
Ley 19/2013, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título (Título !) y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 
ejercicio de sus f unciones. Sin que se aporte, en lo que hace a la 
primera cuestión de interés casacional que examinamos, referencia 
alguna sobre el momento temporal, estableciendo un límite 
transitorio, en el que se elabora o adquiere dicha información 
p ública, que es objeto del ejercicio del derecho de acceso. 

La Ley 19/2013 no contiene, en definitiva, ninguna limitación del 
derecho de acceso a la información por razón de la antigüedad o 
actualidad de la información pública respecto a la que se solicita el 
acceso. De modo que no procede crear por vía jurisprudencia! dicha 
limitación que la ley no establece y que tampoco se infiere ni del 
preámbulo ni del régimen jurídico que alumbra, respecto del derecho 
de acceso. Téngase en cuenta que no se destina ninguna norma 
transitoria que establezca diferencias o límites en función de la fecha 
de la información pública que se requiere. Ni tampoco se establece 
ninguna limitación, como antes señalamos, cuando se regulan los 
límites del derecho de acceso en el artículo 14 de la Ley 19/2013. En 
fin, tampoco se gradúa la intensidad del derecho de acceso en función 
de la fecha de la información pública, ni se limita de ningún modo el 
acceso por razón de la antizüedad de la información pública a la que 
se pretende acceder. 

La Ley 19/2013, conviene insistir en lo antes apuntado, regula con 
carácter general el derecho de acceso a la información pública, 
siendo consciente que no es una regulación completamente nueva en 
lo relativo al derecho de acceso, porque ya se había desarrollado este 
derecho en otras disposiciones de nuestro ordenamiento. En concreto, 
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al amparo de la previsión contenida en el artículo 105.b) de la CE y 
del artículo 37 de la Ley 30/1992, ya se venía reconociendo el 
derecho de los ciudadanos a acceder a los registros y documentos que 
se encuentren en los archivos administrativos. De manera que lo que 
pretende la Ley 19/2013 es corregir las deficiencias que han sido 
puestas de manifiesto de forma reiterada al no ser todo lo claro que 
debería el objeto del derecho de acceso, al estar limitado a 
documentos contenidos en procedimientos administrativos ya 
terminados, y al resultar su ejercicio extraordinariamente limitado en 
su articulación práctica. 

CUARTO. - El ejercicio del derecho de acceso 

La solución contraria a la expuesta. es decir. considerar que hay una 
limitación temporal. por razón de la entrada en vigor de la ley, para 
el ejercicio del derecho de acceso a la información pública según que 
la información (u era anterior o posterior al 1 O de diciembre de 2014, 
nos llevaría a crear, por vía jurisprudencia!, un nuevo límite al 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública desconocido 
por la Ley 19/2013, que se sumaría a los límites generales previstos 
en los artículos 14 y 15 la citada Ley, lo que resultaría lesivo al 
artículo 1 05.b) de la CE. y a los principios generales que rigen la 
actuación de la Administración, pues además de servir con 
objetividad los intereses generales y actuar de acuerdo con los 
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración 
y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y 
al Derecho (artículo 103.1 de la CE), debe respetar el principio de 
transparencia, que entre otros, se relacionan en el artículo 3.1.c) de 
la Ley 40/2015. 

No podemos concluir respecto de la expresada transparencia, porque 
lo excluye el propio preámbulo de la Ley 19/2013, que antes de su 
entrada en vigor todo era opacidad, en los términos antes apuntados, 
pues hemos señalado cómo el preámbulo señala que esta Ley no 
colma un vacío absoluto, sino que ahonda en lo ya conseguido, 
facilitando la participación, la transparencia y el acceso a la 
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información. Por ello, ya en Sentencia de 16 de diciembre de 2019 
(recurso de casación n° 316/2019) llegamos a la misma conclusión 
cuando, respecto del citado límite temporal, señalamos que " No 
consideramos justificado el límite temporal que propugna la 
contestación a la demanda para el ejercicio del derecho de acceso a 
la información. Ni en el artículo 105 b) de la Constitución, ni en 
ningún precepto de la Ley 19/2013, que regula en su artículo 18 las 
causas de inadmisión de las solicitudes de acceso, se establece. Y 
tampoco se advierte la razón que podría fundamentarlo a la vista de 
la definición que hace el artículo 13 de la información pública 
susceptible de acceso: "los contenidos o documentos, cualquiera que 
sea su formato y soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos 
incluidos en (. .) [su] ámbito de aplicación (. .) y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones". La 
transparencia perseguida por el legislador lleva a la conclusión 
opuesta " (Subrayado añadido) 

SÉPTIMO. - Sobre la inadmisión de la solicitud por 
reiterativa y abusiva. Reelaboración de la información. 

El motivo de impugnación se remite a la causa de inadmisión 
prevista en el artículo 18.l.e) de la Ley 19/2013: 

e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter 
abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley. 

Sobre los razonamientos de la actora para fundar su pretensión, 
debe hacerse notar que la solicitud de información que le fue dirigida 
no constituye una manifiesta reiteración, en el sentido que la ley 
contempla para ser objeto de un pronunciamiento de inadmisión. 

A este respecto, siguiendo el propio criterio del Consejo de 
Trasparencia, que cita la actora, constituye una solicitud 
manifiestamente reiterativa la que no respeta los períodos de tiempo 
legalmente previstos para la tramitación de una precedente con el 
mismo objeto, lo que no fue el caso pues, como explica la actora, las 
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solicitudes tenían un objeto diferente, y eran consecutivas - se 
presentaron con diez minutos de diferencia -, por lo que, más que de 
reiteración, podría hablarse de peticiones complementarias, lo que 
hubiese permitido a la actora su acumulación, pero en ningún cabe 
apreciar la causa de inadmisión invocada. 

En cuanto a que se tratara de una petición abusiva no acredita la 
actora, como afirma, que requiriera un tratamiento que obligara a 
paralizar el resto de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la 
información, impidiendo la atención justa y equitativa de su trabajo y 
el servicio público que tienen encomendado. 

No se está en presencia de una solicitud de información para 
cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración, 
prevista como causa de inadmisión en el artículo 18.l.c) de la Ley 
19/2013. Se limita la actora a invocarla en su escrito de conclusiones 
sin ofrecer una argumentación coherente al respecto 

Como razona la propia sentencia citada del Alto Tribunal en su 
fundamento quinto, la acción previa de reelaboración, en la medida 
que se anuda a su concurrencia tan severa consecuencia como es la 
inadmisión a trámite de la correspondiente solicitud, precisa que los 
datos y documentos tengan un carácter complejo, que puede deberse a 
varias causas, como pueda ser que la documentación no se encuentre 
en su totalidad en el propio órgano al que se solicita. Nada de esto ha 
contemplado la actora. 

Tampoco puede tildarse de abusiva la solicitud formulada por el 
objeto manifestado de la misma, la realización de análisis estadísticos, 
habida cuenta que el solicitante no estaba obligado a motivar su 
petición ni a ofrecer justificación adecuada de la solicitud a los ojos de 
la actora- art. 17.3 de la Ley -; ni resulta abusiva porque el propio 
solicitante tenga presentadas a la Universidad hasta 1 O solicitudes de 
información, siempre que las mismas respondan a objetos diferentes. 
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Ninguna atención merece la manifestación de la actora de que el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su resolución ahora 
impugnada debió de aceptar la alegación efectuada por la Universidad 
Rey Juan Carlos consistente en que se tenía que limitar la solicitud de 
información formulada por estar sometida la cuestión (sic) a estudio y 
valoración jurisdiccional por el Juzgado de Instrucción número 51 de 
Madrid en las diligencias previas 886/2018, por cuanto que ello no se 
sustenta en ninguno de los límites contemplados en el artículo 14.1 de 
la Ley, letras e) y f): 

e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, 
administrativos o disciplinarios. 

j) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela 
judicial efectiva. 

Por el hecho de que un Juzgado de Instrucción tramite unas 
diligencias en que pueda ser objeto de examen una información 
solicitada en aras de trasparencia no pierde por ello su carácter de 
información pública a la luz del artículo 13 de la Ley de Transparencia 
- contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 
ejercicio de sus funciones-. 

En méritos a todo lo expuesto, procede la desestimación de la 
demanda. 

OCTAVO.- Costas. 

En consideración a lo dispuesto por el artículo 13 9.1 de la Ley 
de la Jurisdicción, no procede realizar imposición de las costas del 
recurso, por contemplar una cuestión de una notable complejidad 
jurídica. 
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VISTOS los artículos citados y demás de general y pertinente 
aplicación, 

FALLO: DESESTIMAR COMO DESESTIMO el recurso 
contencioso-administrativo deducido por UNIVERSIDAD REY 
JUAN CARLOS I tado y defendido por el Letrado 1 

, frente a la Resolución del Presidente del 
CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO de 4 de 

REY JUAN CARLOS I relativa a estudios vinculados al Instituto de 
Derecho Público, dependiente de la Universidad, y, en su virtud, 
absuelvo a la Administración de la pretensión deducida, y sin realizar 
imposición de las costas del recurso. 

Contra la presente cabe interponer recurso de apelación en el 
plazo de quince días a contar de su notificación. 

Con indicación que, caso de interponer recurso, deberán 
constituir el preceptico depósito prevenido en la Disposición 
Decimo · ta de la LOPJ mediante · en la cuenta de este 
Juzgado , reseñando en "concepto 
de pago" e 

Por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 

El . 

PUBLICACIÓN.- En Madrid, a quince de junio de dos mil veinte. 
Leída y publicada en el día de la fecha ha sido la anterior Sentencia 
por el Ilmo. Sr. Magistrado Juez don LUIS MANUEL UGARTE 
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OTERINO, que la ha dictado encontrándose celebrando Audiencia 
Pública, doy fe. 




